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RESOLUCIONES, RECOMENDACIONES Y CONCLUSIONES 
ADOPTADAS POR LA XII ASAMBLEA GENERAL DE LA 
ASOCIACION INTERNACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL 

París, 7-11 de septiembre de 1953 

(Texto provisional 

RESOLUCIÓN SOBRE EL PROGRESO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL EN LAS REGIONES 

INSUFICIENTEMENTE DESARROLLADAS POR MEDIO DE LA AYUDA MUTUALISTA 

La XII Asamblea General de la Asociación Internacional de la Se-
guridad Social, reunida en París del 7 al 11 de septiembre de 1953, 

Habiendo estudiado el informe que ha sido presentado a la Comisión 
de la mutualidad de la A.I.S.S. sobre el progreso de la protección social, 
en regiones consideradas como insuficientemente desarrolladas, por me-
dio de la ayuda mutualista, 

Comprueba: 

Que la importancia y la complejidad del problema planteado por el 
progreso de la protección social en las regiones consideradas como insu-
ficientemente desarrolladas requieren estudios profundos, adaptados a 
las diversas condiciones prevalecientes en cada una de las regiones inte-
resadas, y 

Que las soluciones positivas exigen un esfuerzo considerable en ma-
teria de educación y enseñanza de los beneficiarios. 

Expresa el deseo de recibir respuestas concretas sobre los métodos 
apropiados para fomentar una protección social eficaz por medio de la 
ayuda mutualista, especialmente en colaboración con el movimiento coo-
perativo, y 

Decide: 
a) que la Comisión Permanente de la Mutualidad continúe compilando 

todas las informaciones posibles sobre las sociedades de ayuda mu-
tua, así como sobre instituciones análogas existentes en las regiones 
insuficientemente desarrolladas, y que prepare —a la luz de estas 
informaciones— un programa concreto de acción práctica para una 
o varias de estas regiones; 

b) que, con esta finalidad, la A.I.S.S. establecerá una estrecha colabo-
ración con la Oficina Internacional del Trabajo, la Alianza Coope- 
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rativa Internacional y, en caso necesario, con las otras organizaciones 
internacionales interesadas, para coordinar sus esfuerzos en este cam-
po con las demás actividades internacionales. 

RESOLUCIÓN SOBRE EL SECRETO MÉDICO 

La XI? Asamblea General de la Asociación Internacional de la Se-
guridad Social, reunida en París del 7 al n de septiembre de 1953, 

Habiendo estudiado el informe sobre el secreto médico presentado a 
la Comisión médico-social de la A.I.S.S., 

Adopta la siguiente resolución: 

Considerando las razones en que pueden haberse inspirado las le-
gislaciones nacionales vigentes en lo concerniente al secreto médico, así 
como el nuevo elemento aportado al respecto por el desarrollo cada vez 
más importante de la legislación social; 

La Asamblea General considera, desde el punto de vista del interés 
de los asegurados y del buen funcionamiento de las instituciones de se-
guros sociales, que: 

Debe respetarse el principio del secreto médico; 

La comunicación por parte de un médico, a los funcionarios com-
petentes designados por el organismo de seguridad social, de las infor-
maciones médicas requeridas por dicho organismo para cumplir su co-
metido, no deberá en ningún caso considerarse como una violación del 
secreto médico; 

Las instituciones de seguridad social deberán tomar las medidas 
necesarias para salvaguardar el carácter secreto de las informaciones 
así comunicadas, debiendo estar su personal tanto médico como admi-
nistrativo sujeto a las disposiciones relativas al secreto profesional. 

RESOLUCIÓN SOBRE LA PRESCRIPCIÓN Y CONSUMO DE MEDICAMENTOS 

La XI?. Asamblea General de la Asociación Internacional de la Se-
guridad Social, reunida en París del 7 al 11 de septiembre de 1953, 

Habiendo estudiado el informe sobre la prescripción y consumo de 
medicamentos sometidos a la Comisión médico-social de la A.I.S.S., 

1. Llama la atención de los miembros de la A.I.S.S. hacia el au-
mento continuo en el consumo de medicamentos, aparentemente injus-
tificado, hasta el extremo de constituir un peligro para la salud y el 
bienestar de la población en general y de los asegurados en especial; 

Afirma que el consumo de medicamentos, injustificado desde el 
punto de vista médico, constituye un serio problema económico para 
las instituciones de seguridad social. 

Teniendo presente el progreso de la medicina y los esfuerzos de los 
investigadores para suministrar productos nuevos y eficaces, formula 
el deseo de que esos esfuerzos deben utilizarse en forma tal que garan- 
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ticen un beneficio máximo a la población en general y a los asegurados 
en especial. 

2. La Asamblea General, para evitar efectos perjudiciales como los 
mencionados anteriormente, recomienda la adopción de las siguientes 
medidas: 
a) reglamentación por la legislación de la fabricación, venta y precios 

de los artículos farmacéuticos; 
b) eliminación de los medicamentos que tengan poco valor terapéutico 

y que, a eficacia igual, no sean los más económicos; 
c) limitación de la propaganda a favor de remedios y métodos de tra-

tamiento; reglamentación de esta propaganda; recomendación para 
que tal propaganda se realice, de preferencia, en la prensa médica. 
Los anuncios deberán, en toda circunstancia, revestir una forma 
que impida su confusión con artículos médicos desinteresados; 

cl) influencia psicológica ejercida sobre los asegurados mediante una 
enseñanza relativa a los peligros del charlatanismo y de todo abuso 
en la utilización de medicamentos. 

CONCLUSIONES SOBRE LAS RELACIONES ENTRE LAS INSTITUCIONES DE 
SEGURIDAD SOCIAL Y EL CUERPO MÉDICO 

1. Las seguridad social tiene por tarea en particular garantizar a 
todas las personas cubiertas por la misma el tratamiento médico nece-
sario y de la mejor calidad. 

Con este espíritu, la A.I.S.S. confirma la resolución relativa a los 
servicios de tratamiento médico adoptada por ella en su octava Asam-
blea General en Ginebra, en el año 1947. 

2. Los organismos de seguridad social son conscientes de la impor-
tancia que revista la colaboración de los médicos. Esta colaboración, 
necesaria al progreso social y médico, sólo es posible si el cuerpo mé-
dico hace suyos los principios en que se basa la seguridad social. 

3. La actividad del médico dentro de la seguridad social constituye 
un servicio social que puede ser prestado únicamente en interés de las 
personas protegidas y de la salud pública en general. A este efecto, el 
cuerpo médico deberá adoptar normas de conducta profesional con-
formes a este principio. 

4. Se reconoce la libertad del médico en el ejercicio de su profe-
sión, dentro de la seguridad social, en el sentido de que el médico ha 
de inspirarse en sus conocimientos y en su conciencia profesional. Esta 
libertad no podrá, sin embargo, justificar abusos eventuales y supone 
para el médico el deber de hallar una economía compatible con la mayor 
eficacia terapéutica. 

5. La legislación deberá fijar los principios que regulen las relacio-
nes entre el cuerpo médico y la seguridad social. Los organismos de 
gestión o sus agrupaciones han de asegurar la aplicación de la misma, 
en especial mediante acuerdos con los médicos o asociaciones de mé- 
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dicos. A falta de tales acuerdos, la ley deberá prever el arbitraje 
obligatorio o cualquier otra solución de autoridad. 

6. Sin perjuicio de los desarrollos y de la mejora futura de los regí-
menes de seguridad social, la Asociación Internacional de la Seguridad 
Social comprueba, como situación de hecho y fuera de todo juicio cua-
litativo, que los regímenes nacionales de seguridad social se aplican 
actualmente según varios sistemas: 
a) concesión directa del tratamiento médico; 
b) pago directo al médico; 
c) reintegro al asegurado; 
d) combinación de estos sistemas. 

7. En el sistema de la concesión directa del tratamiento médico, la 
elección del médico por parte del asegurado se encuentra limitada ne-
cesariamente a los médicos que ejercen por cuenta del organismo de 
seguridad social en una circunscripción determinada. 

La remuneración de los médicos se encuentra asegurada general-
mente mediante un salario fijo al que pueden agregarse eventualmente 
complementos calculados con arreglo a otros criterios. 

8. En el sistema del pago directo al médico, la elección del médico 
por parte del asegurado es libre entre todos los médicos reconocidos 
por el organismo de seguridad social en la circunscripción en cuestión. 
No obstante, se pueden adoptar normas particulares en lo que respecta 
a los médicos especialistas. La lista de médicos puede establecerse 
teniendo en cuenta el número de facultativos en relación con el de 
asegurados. La selección del médico por parte del asegurado habrá 
de poder ser modificada a intervalos bastante reducidos o por motivos 
reconocidos como válidos, sea por la ley o por el organismo de segu-
ridad social. 

La remuneración de los médicos está asegurada generalmente por 
una suma global per cápita. 

9. En el sistema de reintegro al asegurado es posible admitir la 
libre elección total del médico por el asegurado, si bien los médicos 
habrán de respetar de una manera absoluta y general las tarifas fijadas. 
Por consiguiente, es necesario prever una autoridad judicial para repri-
mir todo exceso de las tarifas. 

La remuneración por servicio, que. lleva consigo el grave defecto de 
estimular a una multiplicación abusiva de los servicios médicos, es, 
sin embargo, poco más o menos inevitable en este sistema. 

10. Se deberá permitir a los organismos de segurdad social la po-
sibilidad de crear centros de diagnóstico y de tratamiento. 

11. En lo que respecta a los accidentes del trabajo y enfermedades 
profesionales, se prefieren los sistemas de concesión de tratamiento 
médico y el de pago directo al médico. En éstos se debe prever la ab-
soluta gratuidad del tratamiento médico. 

12. Es necesaria la institución de un control técnico y de una juris-
dicción especial para reprimir los abusos en cada sistema y muy espe-
cialmente en el sistema del reintegro al asegurado. 
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13. Un servicio satisfactorio de tratamiento médico se podrá lograr 
únicamente si la distribución geográfica de los médicos en el territorio 
se efectúa de una forma racional y si su número corresponde a las ne-
cesidades de la población. 

14. La remuneración de los médicos se debería calcular de manera 
que éstos pudieran alcanzar, teniendo en cuenta su actividad, un nivel 
de vida que corresponda a su situación social y que pueda variar en 
función de la evolución general de la economía nacional. 

15. La participación de la profesión médica en los organimos de se-
guridad social debe quedar asegurada en las comisiones mixtas en-
cargadas de estudiar los problemas que interesan tanto al cuerpo médico 
como a la seguridad social. 

RESOLUCIÓN SOBRE RELACIONES ENTRE LAS INSTITUCIONES DE SEGURIDAD 

SOCIAL Y EL CUERPO MÉDICO 

La XP Asamblea General de la Asociación Internacional de la Se-
guridad Social, reunida en París del 7 al 11 de septiembre de 1953, 

Habiendo examinado el informe sobre las relaciones entre las ins-
tituciones del seguridad social y el cuerpo médico, y oída la comunica-
ción del representante de la Asociación Médica Mundial, 

Decide: 

1. Transmitir las conclusiones adoptadas a la Asociación Médica 
Mundial para permitir a esta organización efectuar sus observaciones 
sobre este documento. 

2. Confiar al Comité Ejecutivo la tarea de apreciar el trámite que 
conviene dar a la respuesta de la Asociación Médica Mundial. 

RECOMENDACIÓN SOBRE LA FORMACIÓN MÉDICO-SOCIAL DE LOS MÉDICOS 

La XII Asamblea General de la Asociación Internacional de la Se-
guridad Social, reunida en París del 7 al 11 de septiembre de 1953, 

Considerando que para que los médicos presten una mejor colabo-
ración en las instituciones de seguridad social, es necesario que actúen 
con plena comprensión del sentido social que inspira a las actividades 
de la seguridad social y que conozcan y acepten los principios en que 
se basa la misma, y 

Considerando que para lograr lo anterior es menester que el futuro 
médico adquiera los conocimientos necesarios sobre medicina social y 
forma de aplicarla en el ejercicio de su humanitaria profesión, 

Recomienda que todas las universidades incluyan en los planes de 
estudio de la carrera de médico y cirujano cursos obligatorios de me-
dicina social y den a los estudiantes la preparación adecuada sobre 
tan importante materia. 
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CONCLUSIONES RELATIVAS A LA EVALUACIÓN DE LA INVALIDEZ 

La XII Asamblea General de la Asociación Internacional de la Se-
guridad Social, reunida en París del 7 al 11 de septiembre de 1953, 
habiendo adoptado el informe que le fué sometido sobre el problema 
de la evaluación de la invalidez, 

Deduce, de dicho informe, las siguientes conclusiones: 

a) Aspectos comunes en los diversos sectores de la seguridad social 

1. De manera general, las legislaciones nacionales relativas a las 
enfermedades y a los accidentes, de origen profesional o no, hacen una 
distinción entre la incapacidad temporal y la permanente. 

2. En los casos en que las legislaciones nacionales no han establecido 
una firme distinción entre los períodos de incapacidad temporal y de 
incapacidad permanente, han previsto, sin embargo, dos regímenes de 
prestaciones diferentes para cada uno de estos períodos. 

3. La duración de la incapacidad temporal está esencialmente limi-
tada por la duración de la fase evolutiva de la afección causal. Sin 
embargo, en determinados casos está limitada a un período uniforme-
mente fijado, sin tener en cuenta las características propias de la afección. 

4. En caso de incapacidad temporal, la incapacidad de trabajo, por 
regla general, se estima basándose en consideraciones de índole médica 
relacionadas con la gravedad de la afección; sin embargo, existen con-
diciones particulares según las cuales podrá reconocerse el estado de 
incapacidad de trabajo, incluso si el estado de salud permite la prose-
cución de la actividad profesional. 

Cuando se trata de regímenes del seguro de enfermedad, lo inca-
pacidad de trabajo en período de incapacidad temporal se considera 
con relación a la profesión habitual del asegurado. 

En algunos regímenes del seguro de accidentes del trabajo, que fijan 
el grado de incapacidad desde el principio del accidente, pueden tenerse 
en cuenta otras profesiones. 

5. La noción de incapacidad permanente no corresponde necesaria-
mente a la de incapacidad definitiva. En general, corresponde a la no-
ción de incapacidad de larga duración y no requiere obligatoriamente 
la certeza o la suposición de un estado patológico incurable o que no 
sea susceptible de mejora mediante tratamientos médico-quirúrgicos, 
prótesis, o por la reeducación profesional. De ello resulta que el grado 
concedido a una incapacidad permanente no implica el carácter defini-
tivo de esta evaluación; puede ser objeto de revisión a petición del 
asegurado o de la institución del seguro, la que puede estipular el plazo 
a cuya expiración se revisará el grado de incapacidad. 

6. Es de desear que los métodos de evaluación de la invalidez no 
tomen en consideración muy estrictamente los resultados que pueden 
esperarse de un tratamiento determinado de la afección de que se 
trate. Los servicios médicos de las instituciones de seguridad social 
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deberían inducir a los asegurados a beneficiarse de todos los recursos 
de la terapéutica por medio de la persuasión y no por la fuerza. 

7. Cabe poner de relieve que no existe forzosamente una relación 
proporcional entre el grado de incapacidad de trabajo examinado des-
de el punto de vista médico y resultante de una lesión en la integridad 
física o mental, orgánica o funcional del organismo humano, por una 
parte, y el grado de capacidad de ganancia que este daño permite con-
servar, por otra parte. 

El grado de incapacidad de trabajo resulta de los datos de un exa-
men médico que determina los daños provenientes de los elementos 
mórbidos que acarrean la incapacidad de trabajo. 

La capacidad de trabajo residual está constituída por las posibili-
dades de trabajo físico e intelectual que ha podido conservar un estado 
mórbido determinado. 

La capacidad de ganancia está en relación con esta capacidad de 
trabajo residual, pero no es forzosamente paralela a ella. Acusa la in-
fluencia de factores que no son elementos médicos. En general, con-
viene determinar la disminución de la capacidad de ganancia. 

b) Invalidez 

1. En caso de incapacidad permanente, los regímenes de seguridad 
social no limitan en general a la sola profesión habitual del asegurado 
el campo de las actividades profesionales consideradas para determinar 
el grado de invalidez. 

Las diversas legislaciones de seguridad social consideran a menudo, 
conjunta o aisladamente, la capacidad de ganancia en el mercado general 
del trabajo y la capacidad de ganancia en un número limitado de acti-
vidades profesionales, que se puedan asimilar a la profesión habitual 
del asegurado o compatibles con su formación profesional. 

Existen, sin embargo, excepciones para determinados grupos profe-
sionales particulares. Disposiciones especiales permiten, en este caso, 
que no se considere, incluso para la capacidad permanente, más que 
la incapacidad de trabajo en la profesión habitual. 

2. Es importante señalar que, cuanto más extienden los métodos 
de determinación del grado de incapacidad de trabajo en el campo de las 
actividades profesionales a considerar, más se amplían las posibilidades 
de reclasificación de los inválidos. 

3. Es de desear que los regímenes tengan en cuenta las posibilida-
des de reclasificación profesional para fijar el grado de la incapacidad 
de trabajo, tratando de desarrollar de manera satisfactoria las medidas 
de readaptación y de reclasificación profesionales. 

4. Los métodos de evaluación que, según las legislaciones nacionales 
deben tener en cuenta el mercado general de trabajo, son moderados 
en su aplicación, ya que consideran las posibilidades de ganacia en un 
número más o menos elevado de actividades profesionales en relación 
con las aptitudes del interesado y con las posibilidades de empleo. 
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5. No existe baremo de carácter imperativo en lo que concierne a 
la invalidez. 

La evaluación del grado de invalidez se basa esencialmente, en la 
práctica, en el examen médico que tiene en cuenta las particularidades 
de cada caso, tanto en lo referente a las características de la afección 
como a las condiciones peculiares de cada enfermo. 

6. La incapacidad mínima de trabajo requerida para tener derecho 
a las prestaciones en materia de invalidez es, en general, más elevada 
que la de los accidentes del trabajo. Para la invalidez, este mínimo es, 
generalmente, el 50 por ciento o los dos tercios de la capacidad de ga-
nancia de un trabajador normal de la misma categoría. 

7. La fijación de un grado mínimo de incapacidad de trabajo para 
beneficiarse de las prestaciones ofrece, por un lado, la ventaja de per-
mitir al asegurado acumular las prestaciones de seguridad social y un 
ingreso profesional parcial, pero, por el contrario, presenta el inconve-
niente de suspender el beneficio de la indemnización cuando el ingreso 
profesional excede del mínimo requerido o de la tasa residual de capa-
cidad de ganancia. 

c) Accidentes del trabajo y enfermedades profesionales 

1. En lo que concierne a los accidentes del trabajo y a las enfer-
medades profesionales, no se requiere, en general, un grado mínimo de 
incapacidad de trabajo para tener derecho a las prestaciones. Se ad-
quiere el derecho a una indemnización por toda reducción de la capa-
cidad de ganancia. 

Sin embargo, en determinados casos, sólo da derecho a una indem-
nización la incapacidad que llegue, por lo menos, al 20 por ciento. 

2. Las legislaciones nacionales —o la jurisprudencia— que implican 
la noción de reparación de un daño físico y no de una compensación 
de incapacidad de ganancia, estipulan que se tome en consideración el 
empleo habitual del interesado para evaluar su grado de invalidez. 

En otros casos, que se refieren esencialmente a una compensación 
de la disminución de la capacidad de ganancia, los métodos utilizados 
tienden a considerar la capacidad en el mercado general del trabajo. 

Estos métodos permiten que se tengan en cuenta las posibilidades 
de readaptación profesional. 

3. En lo concerniente a los accidentes del trabajo y a las enferme-
dades profesionales, los baremos de invalidez se utilizan generalmente 
con carácter indicativo, lo que da cierta uniformidad a las decisiones. En 
otros casos estos baremos tienen un carácter imperativo, carácter que 
les confiere la propia legislación o la jurisprudencia. 

RECOMENDACIÓN SOBRE LAS ASIGNACIONES FAMILIARES 

La XII Asamblea General de la Asociación Internacional de la Se-
guridad Social, reunida en París del 7 al 11 de septiembre de 1953, 
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Habiendo tomado nota del informe sobre las asignaciones familia-
res y habiendo decidido adoptarle como base para los estudios poste-
riones que se realicen al respecto, 

Recomienda de inmediato a sus miembros que se inspiren en las 
consideraciones generales allí enunciadas, con el fin de fomentar en 
sus países una reglamentación tendiente a poner en aplicación el punto 
7 de la resolución relativa a la protección por la seguridad social de la 
madre y del niño, adoptada en Roma en 1949. 

Decide que las conclusiones que oportunamente puedan desprender-
se de ese informe deberán ser determinadas por un Comité de Expertos 
y presentadas a la próxima reunión de la Asamblea General. 
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